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Anexo 

DECISI”N DEL COMIT… CONTRA LA TORTURA ADOPTADA 
A TENOR DEL ARTÕCULO 22 DE LA CONVENCI”N CONTRA 

LA TORTURA Y OTROS TRATOS O PENAS CRUELES, 
INHUMANOS O DEGRADANTES 

-322 PERÕODO DE SESIONES- 

relativa a la 

ComunicaciÛn N2 202/2002 

Presentada por: Sra. Helle Jensen (representada por el Sr. Tyge Trier y el 
Sr. Brent S¯rensen, abogados) 

Presunta vÌctima: Sra. Helle Jensen 

Estado Parte: Dinamarca 

Fecha de la queja: 15 de enero de 2002 

 El ComitÈ contra la Tortura, creado en virtud del artÌculo 17 de la ConvenciÛn contra la 
Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, 

 Reunido el 5 de mayo de 2004, 

 Habiendo concluido el examen de la comunicaciÛn NI 202/2002, presentada al ComitÈ 
contra la Tortura por la Sra. Helle Jensen, con arreglo al artÌculo 22 de la ConvenciÛn contra la 
Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, 

 Habiendo tenido en cuenta toda la informaciÛn que le han presentado la autora, sus 
abogados y el Estado Parte, 

 Adopta la siguiente: 

DecisiÛn sobre la admisibilidad 

1. La autora es la Sra. Helle Jensen, ciudadana danesa, que actualmente reside en la regiÛn 
noroeste de Zealand.  Afirma que ha sido vÌctima de una violaciÛn del p·rrafo 1 del artÌculo 1 y 
de los artÌculos 12 y 16 de la ConvenciÛn contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos y Degradantes.  Est· representada por abogados. 

Los hechos expuestos por la autora 

2.1. El 29 de abril de 1998, la autora fue detenida en su domicilio situado en la regiÛn noroeste 
de Zealand y acusada de contrabando de cigarrillos, a tenor del artÌculo 289 del CÛdigo Penal de 
Dinamarca y del apartado 2 del p·rrafo 3 del artÌculo 73 de la Ley de aduanas de Dinamarca.  
Posteriormente fue procesada tambiÈn por "tentativa de participaciÛn" al convenir en "recibir y 
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distribuir" hachÌs, con arreglo al apartado 1 del p·rrafo 2 del artÌculo 191 y al artÌculo 21 del 
CÛdigo Penal. 

2.2. El 30 de abril de 1998, la autora compareciÛ ante un juez del Tribunal de Distrito 
de Kalundborg.  Atendiendo a una solicitud del jefe de policÌa, el tribunal dictÛ auto de 
detenciÛn en rÈgimen de incomunicaciÛn contra la autora, con arreglo al apartado iii) del 
p·rrafo 1 del artÌculo 762 y del inciso a) del artÌculo 770 de la Ley de administraciÛn de justicia 
(llamada en adelante, "la Ley").  El Tribunal estimÛ que la autora debÌa permanecer 
incomunicada porque habÌa motivos fundados para suponer que era culpable del delito que se le 
imputaba y tratarÌa de obstruir la investigaciÛn poniÈndose en contacto con otras personas 
involucradas.  La terminaciÛn del perÌodo de detenciÛn preventiva se fijÛ para el 26 de mayo 
de 1998, y la del rÈgimen de incomunicaciÛn para el 12 de mayo de 1998.  El 4 de mayo 
de 1998, el Tribunal Superior de Dinamarca oriental confirmÛ el auto bas·ndose en los motivos 
expuestos por el Tribunal de Distrito. 

2.3. El 11 de mayo de 1998, el Tribunal de Distrito examinÛ la posibilidad de que la autora 
continuara en rÈgimen de incomunicaciÛn.  El abogado defensor sostuvo que no guardaba 
proporciÛn con el asunto la severidad de la medida, ya que la autora tenÌa tres hijos:  unos 
gemelos de 3 aÒos y otro niÒo de 7.  El Tribunal resolviÛ que continuara detenida en ese rÈgimen 
hasta el 26 de mayo de 1998, debido a que seguÌan siendo v·lidos los motivos por los que habÌa 
dictado auto de prisiÛn en rÈgimen de incomunicaciÛn.  El 13 de mayo de 1998, el Tribunal 
Superior confirmÛ el auto bas·ndose en los motivos expuestos por el Tribunal de Distrito. 

2.4. El 26 de mayo de 1998, el Tribunal de Distrito examinÛ la posibilidad de prolongar la 
detenciÛn preventiva en rÈgimen de incomunicaciÛn.  El abogado defensor se opuso a que 
siguiera imponiÈndose ese rÈgimen, debido a que la salud de la detenida se habÌa deteriorado 
mucho durante el tiempo que habÌa permanecido en prisiÛn preventiva, desde el 30 de abril 
de 1998 hasta la fecha, como lo confirmaba el estado de la detenida y los dos informes mÈdicos.  
El Tribunal resolviÛ que la autora debÌa permanecer recluida en rÈgimen de incomunicaciÛn 
hasta el 23 de junio de 1998, "debido a la complejidad del caso y a que algunas de las personas 
involucradas siguen en libertad...".  El 28 de mayo de 1998, el Tribunal Superior confirmÛ el 
auto del Tribunal de Distrito. 

2.5. El 28 de mayo de 1998, a solicitud del abogado de la autora, el mÈdico de la prisiÛn 
presentÛ un informe sobre el estado de salud de la detenida.  Este mÈdico la habÌa atendido los 
dÌas 15 y 28 de mayo de 1998, mientras que el mÈdico del servicio de urgencias, un terapeuta 
para situaciones de crisis, la habÌa tratado el 22 de mayo de 1998.  En el informe se llegaba a la 
conclusiÛn de que la autora parecÌa estar al borde de una crisis psicÛtica:  "... La afecciÛn de la 
detenida puede explicarse Ìntegramente como resultado de su encarcelaciÛn y prisiÛn en rÈgimen 
de incomunicaciÛn.  Recomiendo, como una cuestiÛn de la m·xima urgencia, la pronta 
suspensiÛn de ese rÈgimen y que se estudie si se puede encontrar otro tipo de reclusiÛn que 
permita a la detenida estar m·s en contacto con sus hijos.  Considero que la salud de la detenida 
est· en peligro y voy a vigilarla de cerca".  Este informe fue presentado en el Tribunal Superior 
cuando Èste examinÛ la apelaciÛn de la autora contra el auto del Tribunal de Distrito de 26 de 
mayo de 1998.  El 29 de mayo de 1998, la autora fue ingresada en el hospital del condado de 
Nyk¯bing, Zealand.  Ella misma se dio de alta al dÌa siguiente porque querÌa estar cerca de sus 
hijos. 
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2.6. El 18 de junio de 1998, se puso fin al rÈgimen de incomunicaciÛn de la autora.  El 19 de 
junio de 1998, el mÈdico de la prisiÛn remitiÛ otro informe al jefe de policÌa de Kalundborg en el 
que afirmaba que "es de suma importancia que se ponga tÈrmino al rÈgimen de incomunicaciÛn 
de la Sra. Jensen; esta medida debiÛ haberse adoptado ya, por razones de salud, y tengo 
entendido que ese rÈgimen se levantÛ anoche".  Por ˙ltimo, el mÈdico hace referencia a un 
informe hecho en la misma fecha por un psicoterapeuta en el que Èste seÒala que "debe 
manifestar claramente la necesidad no sÛlo de que se levante la incomunicaciÛn de la 
Sra. Jensen, sino tambiÈn de que sea puesta en libertad mientras se investiga el asunto y hasta 
que se pronuncie la sentencia definitiva.  En caso contrario, todas las partes interesadas deben 
prever una afecciÛn psicÛtica espont·nea e innecesaria que afectar· a la Sra. Jensen por el resto 
de su vida".  Estos informes se presentaron en el curso de una audiencia celebrada en el Tribunal 
de Distrito el 22 de junio de 1998.  El Tribunal hizo constar que la autora ya no estaba sujeta al 
rÈgimen de incomunicaciÛn, pero resolviÛ que se ampliara el perÌodo de detenciÛn preventiva 
hasta el 20 de julio de 1998.  ResolviÛ asimismo, con el consentimiento de la autora, que Èsta 
fuera examinada como paciente externa por un psiquiatra forense mientras permaneciera 
detenida. 

2.7. El 9 de julio de 1998, el especialista del Departamento de PsiquiatrÌa Forense del Hospital 
del Condado de Nyk¯bing, Zealand, remitiÛ su dictamen sobre la salud mental de la autora, cuya 
conclusiÛn era que "el ˙nico tratamiento apropiado serÌa reunir [a la autora] con sus hijos a la 
mayor brevedad, ya sea con los padres de ella o en uno de los establecimientos del Servicio de 
Prisiones y Libertad Vigilada, y prestarle una psicoterapia adecuada en este entorno".  El 14 de 
julio de 1998 se presentÛ este informe al Tribunal de Distrito que decidiÛ ampliar el perÌodo de 
detenciÛn preventiva de la autora, pero decidiÛ tambiÈn, con el consentimiento de ella, su 
internaciÛn en rÈgimen de detenciÛn sustitutiva en la Residencia de TransiciÛn Lyng, del 
Servicio de Prisiones y Libertad Vigilada, donde podÌa estar con sus tres hijos.  El 17 de julio 
de 1998, la autora fue transferida a dicha residencia en la que permaneciÛ hasta su juicio, 
celebrado el 29 de octubre de 1998. 

2.8. El 30 de abril de 2001, el representante de la autora, Profesor Bent S¯rensen, un experto en 
la esfera de la identificaciÛn e investigaciÛn de la tortura, enviÛ una carta al Director del 
Ministerio P˙blico (llamado en adelante, el "DMP") para solicitarle que se estudiara la 
posibilidad de que la autora hubiera estado sujeta a tortura psicolÛgica a causa de su detenciÛn en 
rÈgimen de incomunicaciÛn.  El 14 de agosto de 2001, el DMP respondiÛ que no encontraba 
ninguna base para iniciar el estudio solicitado puesto que, en su opiniÛn, "no hay ning˙n 
fundamento para considerar que la prisiÛn preventiva en rÈgimen de incomunicaciÛn fuera 
dictada con el fin de obtener de la acusada o de un tercero informaciÛn o una confesiÛn, lo que 
constituirÌa un acto de tortura en el sentido en que se define el tÈrmino en la ConvenciÛn contra 
la Tortura".  Pese a que posteriormente se le hicieron llegar otras dos solicitudes sobre el inicio 
de una investigaciÛn, el DMP se negÛ a reconsiderar su decisiÛn. 

La queja 

3.1. La Sra. Jensen aduce que el Estado Parte violÛ el p·rrafo 1 del artÌculo 1 y el artÌculo 16 de 
la ConvenciÛn al someterla a tortura psicolÛgica y a otros tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes, dado que estuvo detenida en rÈgimen de incomunicaciÛn entre el 29 de abril y 
el 18 de junio de 1998, a pesar de que con las pruebas mÈdicas quedaba demostrado el efecto 
desfavorable de este rÈgimen en la salud mental de la detenida. 
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3.2. La autora afirma que el Estado Parte violÛ el artÌculo 12 de la ConvenciÛn, ya que el DMP 
no llevÛ a cabo una investigaciÛn pronta e imparcial de la presunta tortura psicolÛgica, como lo 
habÌa solicitado su representante. 

3.3. La autora sostiene que agotÛ los recursos internos, ya que su representante, en la ˙ltima 
carta que dirigiÛ al DMP, le seÒalÛ que si no respondÌa a su carta, darÌa por supuesto que se 
habÌan considerado agotados los recursos internos.  El representante de la autora no recibiÛ 
respuesta. 

Observaciones del Estado Parte sobre la admisibilidad de la queja y sobre el fondo 
de la cuestiÛn 

4.1. En una comunicaciÛn de 26 de abril de 2002, el Estado Parte impugna la admisibilidad y el 
fondo de la queja.  Se acoge al artÌculo 762 de la Ley de enjuiciamiento criminal, que era el 
aplicable a la detenciÛn preventiva en la Època en que la autora estuvo recluida.  Con arreglo a 
las disposiciones pertinentes de esta ley, el tribunal decide, a solicitud de la policÌa, si el acusado 
debe permanecer en prisiÛn preventiva.  En el auto correspondiente se debe fijar el plazo de 
detenciÛn, que debe ser lo m·s breve posible y que no podr· exceder de cuatro semanas.  Cabe la 
posibilidad de ampliar ese plazo, pero sÛlo por un m·ximo de cuatro semanas en cada ocasiÛn.  
Un auto de prisiÛn preventiva es recurrible ante un tribunal superior.  Por ˙ltimo, en la ley se 
establece que se pondr· tÈrmino a la prisiÛn preventiva, por mandato judicial en caso necesario, 
si se retira la acusaciÛn o si han dejado de existir las condiciones que la motivaron.  El tribunal 
debe poner tÈrmino a la prisiÛn preventiva si concluye que la investigaciÛn no se lleva a cabo 
con la rapidez suficiente o que no hay razÛn para continuar esa prisiÛn.  

4.2. El Estado Parte proporciona el texto del artÌculo 770 de la Ley de administraciÛn de 
justicia, que trata de la prisiÛn preventiva en rÈgimen de incomunicaciÛn.  Con arreglo a este 
artÌculo, es necesario que existan motivos fundados para sospechar que el acusado ha cometido 
un delito por el que puede ser procesado y que, de acuerdo con la Ley, es punible con una pena 
de prisiÛn de un aÒo y seis meses como mÌnimo.  La proporcionalidad es una condiciÛn previa 
para decidir si se dictar· auto de detenciÛn preventiva en rÈgimen de incomunicaciÛn o si esta 
medida continuar· aplic·ndose.  El Estado Parte seÒala que las disposiciones relativas a la 
detenciÛn preventiva en rÈgimen de incomunicaciÛn fueron objeto de importantes 
modificaciones en virtud de la Ley NI 428 de 31 de mayo de 2000.  Las nuevas disposiciones 
entraron en vigor el 1I de julio de 2000.  La finalidad de las modificaciones era limitar el recurso 
a la detenciÛn preventiva en rÈgimen de incomunicaciÛn, asÌ como su duraciÛn; ahora se dispone 
de criterios m·s concretos para imponer y continuar la prisiÛn en rÈgimen de incomunicaciÛn, 
como tambiÈn perÌodos m·s breves de vigencia1. 

4.3. El Estado Parte impugna la admisibilidad de la queja debido a que no se agotaron los 
recursos internos.  En primer lugar, la autora pudo haber solicitado la venia de la Sala de Recurso 
para apelar ante el Tribunal Supremo contra las resoluciones del Tribunal Superior.  Seg˙n el 
artÌculo 973 de la Ley, la Sala de Recurso pudo haber concedido esa venia, "si la apelaciÛn 
guarda relaciÛn con cuestiones de un car·cter fundamental o si existen motivos concretos por los 
                                                 
1 El Estado Parte remite al ComitÈ a la reseÒa que figura en el cuarto informe periÛdico de 
Dinamarca, p·rrs. 117 a 123 (CAT/C/55/Add.2). 
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que sea pertinente presentarla".  Para respaldar su solicitud, la autora pudo haber argumentado 
que su detenciÛn preventiva en rÈgimen de incomunicaciÛn era contraria a la ConvenciÛn.  
El Estado Parte seÒala que el Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha estimado que una 
solicitud para obtener la venia de la Sala de Recurso con el fin de presentar una apelaciÛn es un 
recurso que debe agotarse a efectos de admisibilidad de una queja al amparo del Convenio 
Europeo2. 

4.4. En segundo lugar, aunque la autora fue declarada culpable, podrÌa haber reclamado una 
indemnizaciÛn con arreglo al apartado 2 del p·rrafo a) o al p·rrafo h) del artÌculo 1018 de la ley.  
De conformidad con el apartado 2 del p·rrafo a) del artÌculo 1018, una persona que haya sido 
detenida o que haya permanecido recluida en rÈgimen de prisiÛn preventiva como parte de un 
enjuiciamiento penal tiene derecho a una indemnizaciÛn por los daÒos causados mientras estuvo 
detenida si "la privaciÛn de libertad aplicada durante la causa no guarda una proporciÛn 
razonable con el resultado del enjuiciamiento, o si se considera infundada por otras razones 
concretas".  El hecho de que se afirme que la detenciÛn preventiva en rÈgimen de 
incomunicaciÛn ocasionÛ daÒos a la autora habrÌa sido particularmente pertinente para presentar 
una reclamaciÛn de indemnizaciÛn como la descrita.  De conformidad con el p·rrafo h) del 
artÌculo 1018, cualquier persona puede reclamar una indemnizaciÛn con respecto a actos 
procesales penales sobre la base de las normas generales del derecho de responsabilidad civil. 

4.5. El examen de una reclamaciÛn de indemnizaciÛn presentada con arreglo al apartado 2 del 
p·rrafo a) del artÌculo 1018 corresponde al fiscal regional y para una posible apelaciÛn se acude 
al DMP, mientras que el examen de una reclamaciÛn presentada con arreglo al p·rrafo h) del 
artÌculo 1018 corresponde al DMP y para una posible apelaciÛn se acude al Ministerio de 
Justicia.  En ambos casos, la autora habrÌa tenido la posibilidad de presentar una reclamaciÛn 
ante el tribunal, a tenor del apartado 1 del p·rrafo f) del artÌculo 1018, si en recurso de apelaciÛn 
su solicitud hubiera sido denegada.  Para demostrar la disponibilidad y eficacia de este recurso 
en las circunstancias de la presente queja, el Estado Parte invoca el ejemplo siguiente de un caso 
similar:  seg˙n los antecedentes en que el Tribunal Supremo basÛ su fallo de 5 de septiembre 
de 2000, una persona que habÌa resultado absuelta en una causa penal presentÛ una reclamaciÛn 
de indemnizaciÛn por pÈrdida de empleo y discapacidad permanente como consecuencia de su 
detenciÛn preventiva en rÈgimen de incomunicaciÛn, que le habÌa provocado trastornos 
mentales3.  Para respaldar su alegaciÛn, el reclamante sostuvo, entre otras cosas, que habÌa sido 
sometido a torturas en contravenciÛn del artÌculo 3 del Convenio Europeo de Derechos 
Humanos.  El Tribunal Supremo resolviÛ que la detenciÛn preventiva en rÈgimen de 
incomunicaciÛn era la causa principal de los trastornos mentales que sufrÌa el reclamante y fallÛ 
a favor de una indemnizaciÛn. 

4.6. Con respecto al fondo de la cuestiÛn, el Estado Parte afirma que para caracterizar un acto 
como tortura, es preciso que re˙na todas las condiciones previstas en el p·rrafo 1 del artÌculo 1 
de la ConvenciÛn.  Sostiene que, bas·ndose en los tÈrminos en que est· redactado el artÌculo 1, 
no puede inferirse que cabrÌa aplicar, en principio, la definiciÛn de "tortura" con arreglo al 
artÌculo l a la detenciÛn preventiva en rÈgimen de incomunicaciÛn.  Aunque en sus observaciones 
                                                 
2 Solicitud NI 45485/99, Ali Lanewala c. Dinamarca. 

3 Informes de Derecho DanÈs 2000, p·g. 2385, Tribunal Supremo, U 2000, p·g. 2385 H. 
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finales sobre el tercer informe periÛdico de Dinamarca el ComitÈ "expresa su preocupaciÛn por 
el rÈgimen de incomunicaciÛn utilizado, en particular como medida especial durante la detenciÛn 
preventiva", no afirma que la definiciÛn de tortura sea aplicable, en principio, a la detenciÛn 
preventiva en rÈgimen de incomunicaciÛn4.  En realidad, tampoco es Èsta una conclusiÛn que 
pueda sacarse de la jurisprudencia del ComitÈ. 

4.7. El Estado Parte seÒala que la detenciÛn en rÈgimen de incomunicaciÛn no se impone, y en 
este caso particular no se impuso, con el fin de obtener de la autora informaciÛn o una confesiÛn, 
de castigarla por un acto que hubiera cometido, o se sospechara que hubiera cometido, o de 
intimidar o coaccionar a esa persona o a otras, o por cualquier razÛn basada en cualquier tipo de 
discriminaciÛn.  Seg˙n la normativa vigente, el hecho de que se dicte un auto de detenciÛn 
preventiva en rÈgimen de incomunicaciÛn implica que en las circunstancias del caso debe haber 
"razones concretas para suponer que el sospechoso crear· dificultades para la investigaciÛn del 
asunto, en particular eliminando pruebas o avisando o influenciando a otras personas", y que hay 
razones concretas para suponer que la detenciÛn preventiva no basta por sÌ sola "para impedir 
que el sospechoso influya en otros sospechosos por mediaciÛn de otros reclusos, o que influya en 
otras personas por medio de amenazas u otras acciones similares"5.  Si la decisiÛn de dictar un 
auto de detenciÛn preventiva en rÈgimen de incomunicaciÛn obedeciera a cualquier otro 
propÛsito, la medida irÌa en contra de los principios en que se sustenta la ley y, por ende, serÌa 
ilÌcita. 

4.8. El Estado Parte niega que el rÈgimen de incomunicaciÛn durante la detenciÛn preventiva 
sea, en principio, contrario al artÌculo 16 de la ConvenciÛn.  Este artÌculo es un complemento del 
artÌculo 1 y ambos corresponden a la primera frase del artÌculo 7 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y PolÌticos.  En el artÌculo 7 se establece que "nadie ser· sometido a torturas ni 
a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes".  De la ObservaciÛn general NI 20 del ComitÈ 
de Derechos Humanos puede deducirse, seg˙n el Estado Parte, que el rÈgimen de 
incomunicaciÛn durante la detenciÛn preventiva no es, en principio, contrario al artÌculo 7 del 
Pacto, puesto que en la ObservaciÛn general se seÒala que "el confinamiento solitario prolongado 
de la persona detenida o presa puede equivaler a actos prohibidos por el artÌculo 7" (sin cursivas 
en el original), esto es, en situaciones concretas seg˙n las circunstancias de cada caso. 

4.9. El Estado Parte reconoce que puede haber casos en que la detenciÛn preventiva en rÈgimen 
de incomunicaciÛn constituya "tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes".  Se acoge al 
principio adoptado por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos para examinar las posibles 
violaciones del artÌculo 3 del Convenio Europeo de Derechos Humanos ("Nadie podr· ser 
sometido a tortura ni a penas o tratos inhumanos o degradantes").  En relaciÛn con el asunto 
Rasch c. Dinamarca, se afirmÛ que "al examinarse la adopciÛn de una medida de prisiÛn en 
rÈgimen de incomunicaciÛn, debe buscarse un equilibrio entre los requisitos de la investigaciÛn y 
el efecto que el aislamiento tendr· en el detenido.  De ahÌ que cuando se recurra al rÈgimen de 
incomunicaciÛn, las autoridades deben asegurarse de que no tenga una duraciÛn excesiva"6.  
                                                 
4 A/52/44. 

5 Apartado iii) del p·rrafo 1 del artÌculo 762 y apartado ii) del p·rrafo 1 del artÌculo 770 de la ley, 
respectivamente. 

6 Solicitud NI 10263/83, decisiÛn de 11 de marzo de 1985. 
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Con arreglo al Convenio Europeo, la detenciÛn preventiva en rÈgimen de incomunicaciÛn puede 
constituir, en determinadas circunstancias, un "trato inhumano"7. 

4.10.  Al impugnar las presuntas violaciones del p·rrafo 1 del artÌculo 1 y del artÌculo 16, el 
Estado Parte describe las condiciones de detenciÛn en rÈgimen de incomunicaciÛn de la autora.  
Las celdas de la prisiÛn tienen una superficie aproximada de 8 m2 y cuentan con televisiÛn y 
radio.  Los reclusos pueden obtener periÛdicos en prÈstamo y pedir libros de la Biblioteca 
P˙blica de Kalundborg.  Hay dos perÌodos diarios de ejercicio al aire libre, uno por la maÒana y 
el otro por la tarde, de media hora cada uno.  Se puede tener acceso a una sala para 
acondicionamiento fÌsico. 

4.11.  El Estado Parte afirma que la autora no estuvo totalmente desconectada de otras personas 
durante los 50 dÌas en que permaneciÛ incomunicada.  Estuvo en contacto diario con el personal 
de la prisiÛn; con sus padres e hijos, nueve veces; con un trabajador social, dos veces; con el 
mÈdico de la prisiÛn, seis veces; con el mÈdico del servicio de urgencias, dos veces; y con un 
psicoterapeuta, tres veces.  PodÌa comunicarse con su abogado, con un ministro religioso o con 
alg˙n funcionario del Servicio de Prisiones y Libertad Vigilada.  Del 29 al 30 de mayo de 1998, 
estuvo ingresada en el Hospital del Condado de Nyk¯bing, Zealand; y compareciÛ en tres 
ocasiones ante el Tribunal de Distrito en relaciÛn con las solicitudes de ampliaciÛn del rÈgimen 
de incomunicaciÛn. 

4.12.  Seg˙n el Estado Parte, la acusaciÛn de contrabando contra la autora era de una naturaleza 
particularmente grave.  En la audiencia que tuvo lugar el 30 de abril de 1998, los cargos 
formulados contra la autora se referÌan al contrabando de cerca de 1,1 millones de cigarrillos.  
Esta cantidad se incrementÛ posteriormente, y el Tribunal Superior emitiÛ un fallo 
condenatorio por la participaciÛn de la autora en el contrabando de 6,6 millones de cigarrillos.  
La investigaciÛn fue exhaustiva y difÌcil.  HabÌa varias personas involucradas en el asunto, entre 
ellas algunas que seguÌan en libertad.  Por eso se temÌa que la autora pudiera avisar a estas 
personas o ponerse de alg˙n modo en contacto con ellas, obstruyendo asÌ la investigaciÛn.  
Adem·s, el rÈgimen de incomunicaciÛn terminÛ tan pronto como concluyÛ la investigaciÛn, es 
decir, el 18 de junio de 1998, a pesar de que el perÌodo de prisiÛn en rÈgimen de incomunicaciÛn 
no vencÌa hasta el 23 de junio de 1998.  Durante el lapso de 50 dÌas, tanto el Tribunal de Distrito 
como el Tribunal Superior examinaron la cuestiÛn de si se reunÌan las condiciones para imponer 
el rÈgimen de incomunicaciÛn en seis ocasiones:  el 30 de abril, y los dÌas 4, 11, 13, 26 y 28 de 
mayo de 1998.  Por consiguiente, el Estado Parte aduce que los tribunales buscaron 
constantemente un equilibrio entre los requisitos de la investigaciÛn y las necesidades de la 
autora. 

4.13.  En lo referente a la salud mental de la autora, el Estado Parte subraya que sÛlo se habÌa 
presentado informaciÛn oral sobre su estado psicolÛgico ante el Tribunal de Distrito cuando Èste 
dicto su auto el 26 de mayo de 1998.  Antes de esa fecha no se habÌa presentado informaciÛn oral 
o escrita sobre el estado de la salud mental de la detenida.  El informe de 28 de mayo de 1998 
fue presentado ante el Tribunal Superior al dictar Èste su auto en esa misma fecha, pero no se 
                                                 
7 Seg˙n el Estado Parte, el Tribunal Europeo ha observado este principio en los siguientes casos:  
en la solicitud NI 38321/97, Erdem c. Alemania, decisiÛn de 9 de diciembre de 1999, y en la 
solicitud NI 25498/94, Messina c. Italia, decisiÛn de 8 de junio de 1999. 
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considerÛ que la informaciÛn fuese de naturaleza tal que llevara a la conclusiÛn de que la 
continuaciÛn del rÈgimen de incomunicaciÛn de la autora quebrantaba el principio de 
proporcionalidad.  El informe posterior de 19 de junio de 1998 fue presentado en la audiencia 
siguiente, celebrada el 22 de junio de 1998, cuando ya habÌa terminado la incomunicaciÛn de la 
autora.  Aun asÌ, el Tribunal decidiÛ que se iniciara un examen a cargo de un psiquiatra forense, 
que presentÛ su informe en la audiencia celebrada el 14 de julio de 1998.  El Tribunal cumpliÛ 
con la recomendaciÛn del informe y resolviÛ que la autora fuese internada en rÈgimen de 
detenciÛn sustitutiva en la Residencia de TransiciÛn Lyng, donde podÌa estar con sus hijos. 

4.14.  Con respecto a la presunta violaciÛn del artÌculo 12, el Estado Parte afirma que un aspecto 
caracterÌstico de las quejas examinadas con anterioridad por el ComitÈ en el marco de esta 
disposiciÛn es que los Ûrganos involucrados eran entidades del poder ejecutivo a las que se 
atribuÌan actos que cabrÌa caracterizar como tortura o malos tratos, y que tales actos habÌan 
tenido lugar en el contexto de un arresto o detenciÛn8.  En cambio, el Estado Parte no tiene 
conocimiento de ning˙n asunto en que se haya invocado el artÌculo 12 en relaciÛn con decisiones 
adoptadas por autoridades judiciales.  El Estado Parte aduce que la detenciÛn preventiva en 
rÈgimen de incomunicaciÛn fue decidida por un tribunal independiente e imparcial sobre la base 
de un procedimiento que ofrecÌa plena protecciÛn al derecho de la autora a una audiencia 
imparcial.  En opiniÛn del Estado Parte, no existe fundamento para interpretar el artÌculo 12 en el 
sentido de que una autoridad administrativa, que en este caso es el DMP, est· obligada a efectuar 
una investigaciÛn cuando una persona detenida est· insatisfecha con las decisiones judiciales 
adoptadas con respecto a ella.  Esta forma de proceder serÌa claramente contraria al principio de 
independencia de los tribunales.  En la medida en que el artÌculo 12 resulte de alguna manera 
aplicable a la presente queja, el Estado Parte reitera sus observaciones consignadas m·s arriba 
sobre el criterio de proporcionalidad utilizado por los tribunales al dictar auto de prisiÛn en 
rÈgimen de incomunicaciÛn. 

Comentarios de la autora 

5.1. En una comunicaciÛn de fecha 13 de octubre de 2003, la autora sostiene que solicitar la 
venia de la Sala de Recurso para apelar ante el Tribunal Supremo no es m·s que una posibilidad 
teÛrica.  De los informes de la Sala se desprende que en 1996 (aÒo de su creaciÛn) y 1999 no se 
concediÛ ninguna autorizaciÛn para presentar recurso contra casos de detenciÛn preventiva en 
rÈgimen de incomunicaciÛn.  Para que la Sala responda favorablemente a una solicitud de venia 
es necesario demostrar que existen circunstancias excepcionales, como la joven edad de la 
persona detenida o trastornos mentales previos.  Por otra parte,  aun en los contados casos en que 
se ha autorizado la presentaciÛn de un recurso ante el Tribunal Supremo contra un auto de 
prisiÛn preventiva en rÈgimen de incomunicaciÛn, las probabilidades de que el fallo sea revocado 
han sido escasas.  La autora argumenta, en consecuencia, que no es necesario el agotamiento de 
los recursos internos "si se demuestra que la tramitaciÛn de los mencionados recursos se ha 
                                                 
8 El Estado Parte hace referencia a los siguientes asuntos:  Radivoje Ristic c. Yugoslavia, 
comunicaciÛn NI 113/1998, de 11 de mayo de 2001; Khaled M'Barek c. T˙nez, comunicaciÛn 
NI 60/1996, de 10 de noviembre de 1999; EncarnaciÛn Blanco Abad c. EspaÒa, comunicaciÛn 
NI 59/1996, de 14 de mayo de 1998; Henri Unai Parot c. EspaÒa, comunicaciÛn NI 6/1990, 
de 2 de mayo de 1995; y Qani Halimi-Nedzibi c. Austria, comunicaciÛn NI 8/1991, de 18 de 
noviembre de 1993. 
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prolongado o pudiera prolongarse injustificadamente o no es probable que se brinde una 
reparaciÛn efectiva a la presunta vÌctima"9. 

5.2. La autora sostiene que en su respuesta relativa al fondo de la cuestiÛn, que figura m·s 
adelante, queda demostrado que la violaciÛn de sus derechos no sÛlo es atribuible al poder 
judicial danÈs, sino tambiÈn a las autoridades de la prisiÛn y a la policÌa de Kalundborg, por no 
haber hecho que se levantara el rÈgimen de incomunicaciÛn, siendo que, desde el 15 de mayo 
de 1998, peritos mÈdicos habÌan documentado los devastadores daÒos psicolÛgicos que la autora 
habÌa sufrido como consecuencia de su incomunicaciÛn.  Por otro lado, entre las funciones del 
DMP est· la de iniciar investigaciones de los distritos locales de policÌa, como el de Kalundborg. 

5.3. En cuanto al argumento de que debiÛ haber pedido una indemnizaciÛn, la autora afirma 
que, al presentar una queja al ComitÈ, lo que busca no es una indemnizaciÛn sino demostrar que 
el Estado Parte violÛ sus derechos con arreglo a la ConvenciÛn.  Dinamarca es un Estado 
"dualista", que optÛ por no incorporar la ConvenciÛn en su ordenamiento interno.  
Por consiguiente, los tribunales daneses no tienen potestad para conocer de quejas presentadas 
por particulares sobre la base de las disposiciones de la ConvenciÛn.  La presentaciÛn de una 
queja ante los tribunales daneses para tratar de demostrar una violaciÛn de los derechos 
conferidos por la ConvenciÛn a la autora habrÌa sido in˙til, de modo que una reclamaciÛn de 
indemnizaciÛn al amparo del apartado 2 del p·rrafo a) del artÌculo 1018 no habrÌa sido un 
recurso eficaz en el caso de una presunta violaciÛn de la ConvenciÛn.  La autora seÒala adem·s 
que los tribunales daneses se han negado siempre a admitir que la enfermedad de una persona 
mientras est· detenida puede entraÒar violaciones de la ConvenciÛn y del artÌculo 3 del 
Convenio Europeo de Derechos Humanos. 

5.4. Por lo que hace al argumento de que sus alegaciones no re˙nen las condiciones previstas 
en el p·rrafo 1 del artÌculo 1, la autora afirma que las pruebas mÈdicas, consistentes en 
declaraciones formuladas por varios doctores y terapeutas en la primavera de 1998, demuestran 
que efectivamente experimentÛ "dolores o sufrimientos graves", en el sentido de esta 
disposiciÛn.  Se dice que los graves sÌntomas que manifestÛ se observan por lo general en las 
personas que han estado detenidas en rÈgimen de incomunicaciÛn.  La autora se remite a varios 
estudios realizados por la organizaciÛn no gubernamental danesa, "Isolations-gruppen", que ha 
hecho campaÒa a favor de la aboliciÛn de la prisiÛn en rÈgimen de incomunicaciÛn, en los que se 
demuestra que es m·s probable que las personas sometidas a ese rÈgimen se suiciden.  Por lo 
tanto, el Estado Parte tenÌa conocimiento de los "dolores o sufrimientos graves" que por regla 
general experimentan los detenidos incomunicados y, en particular, la autora.  SabÌa adem·s que 
Èsta tenÌa tres hijos pequeÒos y que, por esa razÛn, el hecho de mantenerla incomunicada sÛlo 
podrÌa intensificar su dolor y sufrimiento.  La Sra. Jensen aduce que su afirmaciÛn en el sentido 
de que, en el momento en que se dictÛ auto de prisiÛn en su contra, el Estado Parte era 
consciente de los fallos de que adolecÌa la legislaciÛn referente a la detenciÛn preventiva en 
rÈgimen de incomunicaciÛn, est· sustentada en el hecho de que posteriormente se modificaron 
las disposiciones pertinentes de la ley. 

                                                 
9 L. O. c. el Canad·, comunicaciÛn NI 95/1997, de 19 de mayo de 2000.  El Estado Parte 
tambiÈn hace referencia a T. P. S. c. el Canad·, comunicaciÛn NI 99/1997, de 16 de mayo 
de 2000. 
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5.5. La autora est· de acuerdo en que el propÛsito de la ley no es obtener informaciÛn o una 
confesiÛn, pero la cuestiÛn de que si se cumple el tercer requisito del artÌculo 1 no depende de 
los tÈrminos utilizados en la legislaciÛn, o de su propÛsito, sino del efecto en el asunto de que se 
trata.  Al interrogar a la autora los dÌas 4 y 5 de junio de 1998 sin la presencia de su abogado, la 
policÌa de Kalundborg rebasÛ los lÌmites que su abogado habÌa marcado en cuanto a las 
preguntas que se le podÌan hacer en ausencia de su defensor.  Antes de estos interrogatorios, 
varios mÈdicos y terapeutas habÌan presentado pruebas del deterioro de la salud mental de la 
autora.  …sta sostiene asimismo que el investigador de la policÌa tratÛ de obligarla a confesar que 
habÌa sido cÛmplice en el contrabando de hachÌs, pese a que no habÌa pruebas que lo sustentaran.  
En estas circunstancias, la autora sostiene que la policÌa de Kalundborg (como entidad p˙blica) 
se valiÛ del rÈgimen de incomunicaciÛn como instrumento para obtener informaciÛn y una 
confesiÛn, de manera tal que se puede probar una violaciÛn consistente en tortura conforme al 
artÌculo 1. 

5.6. La autora se acoge a las observaciones finales del ComitÈ sobre varios informes de Estados 
Partes para demostrar que los artÌculos 1 y 16 pueden interpretarse en el sentido de que en sus 
disposiciones est· comprendida una prohibiciÛn general contra la detenciÛn preventiva en 
rÈgimen de incomunicaciÛn.  AsÌ, por ejemplo, en las observaciones finales sobre el cuarto 
informe periÛdico de Dinamarca, el ComitÈ recomienda que "... c) El Estado Parte siga 
supervisando los efectos de la incomunicaciÛn en los detenidos, asÌ como las consecuencias del 
nuevo proyecto de ley que ha reducido el n˙mero de razones que pueden motivar dicha 
incomunicaciÛn y su duraciÛn"10.  Sobre la base de las observaciones finales del ComitÈ, resulta 
evidente que se considera que la incomunicaciÛn, en particular durante la prisiÛn preventiva, 
tiene consecuencias mentales y psicolÛgicas extremadamente graves para la persona detenida; 
se insta a los Estados Partes a que adopten medidas para abolir esta pr·ctica.  Aunque la 
aboliciÛn es preferible, las observaciones finales del ComitÈ revelan que el rÈgimen de 
incomunicaciÛn sÛlo deber· imponerse en casos excepcionales y no por perÌodos prolongados. 

5.7. Para demostrar los efectos perjudiciales de ese rÈgimen, la autora hace referencia a otros 
Ûrganos de revisiÛn, como el ComitÈ Europeo para la PrevenciÛn de la Tortura y de las Penas o 
Tratos Inhumanos o Degradantes, que ha elaborado varios documentos sobre esta cuestiÛn.  En 
el informe que dirigiÛ al Gobierno de Dinamarca al tÈrmino de la visita efectuada a ese paÌs entre 
el 28 de enero y el 4 de febrero de 2002, el ComitÈ Europeo para la PrevenciÛn de la Tortura y 
de las Penas o Tratos Inhumanos o Degradantes seÒalÛ, entre otras cosas, que "el rÈgimen de 
incomunicaciÛn puede equivaler, en determinadas circunstancias, a un trato inhumano y 
degradante; en cualquier caso, todas las formas de incomunicaciÛn deben ser por el menor 
tiempo posible".  El ComitÈ de Derechos Humanos, que ha analizado la cuestiÛn de la 
incomunicaciÛn en el examen de quejas presentadas por particulares, informes de paÌses y 
observaciones generales, ha expresado su preocupaciÛn por esta pr·ctica.  Al examinar el cuarto 
informe periÛdico de Dinamarca, el ComitÈ de Derechos Humanos seÒalÛ, entre otras cosas, que 
"el rÈgimen de aislamiento es un castigo severo con graves consecuencias psicolÛgicas, sÛlo 
justificable en caso de urgente necesidad.  La imposiciÛn del rÈgimen de aislamiento, salvo en 
casos excepcionales y por perÌodos limitados, es incompatible con el p·rrafo 1 del artÌculo 10 del 

                                                 
10 CAT/C/55/Add.2. 
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Pacto.  Dinamarca deberÌa reconsiderar la pr·ctica del aislamiento para asegurar que sÛlo se 
imponga en casos de urgente necesidad"11. 

5.8. La autora tambiÈn recurre al derecho jurisprudencial del Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos, en particular al fallo en la causa de McGlinchey y otros c. el Reino Unido12, en que el 
tribunal resolviÛ que el artÌculo 3 "dispone que el Estado debe asegurarse de que las condiciones 
en que se encuentre detenida una persona sean compatibles con el respeto a su dignidad humana, 
que la manera y el mÈtodo de ejecuciÛn de la medida no le hagan sufrir angustia o penalidades 
de una intensidad que supere el nivel inevitable de sufrimientos inherentes a la detenciÛn y que, 
habida cuenta de las exigencias pr·cticas del encarcelamiento, se garantice debidamente su salud 
y bienestar, entre cosas mediante la prestaciÛn de la asistencia mÈdica que requiera"13. 

5.9. En lo referente a la afirmaciÛn de que el Tribunal de Distrito sÛlo dispuso de testimonios 
orales el 26 de mayo de 1998, fecha en que evaluÛ la continuaciÛn de la prisiÛn preventiva en 
rÈgimen de incomunicaciÛn impuesta a la autora, Èsta sostiene que las autoridades de la prisiÛn 
debieron haberse ocupado de oficio de que se le practicara un reconocimiento mÈdico y, una vez 
que se supiera que sufrÌa de graves daÒos psicolÛgicos, pedir al fiscal que levantara la 
incomunicaciÛn de la detenida.  En opiniÛn de la autora, la responsabilidad del Estado Parte por 
la violaciÛn de los artÌculos 1 y 16 empezÛ el 15 de mayo de 1998 cuando la policÌa de 
Kalundborg no tomÛ ninguna medida en respuesta al informe del mÈdico de la prisiÛn que 
estimÛ que:  "La detenida mostrÛ signos evidentes de inestabilidad mental, que se pueden 
explicar simplemente sobre la base de lo que se conoce en general acerca de la reacciÛn de toda 
persona normal a la encarcelaciÛn y al aislamiento.  DeterminÈ que existÌa el riesgo de que esa 
afecciÛn empeorara y que era importante que la situaciÛn de la detenida se pudiera resolver 
cuanto antes".  El 22 de mayo de 1998, a pesar de que el mÈdico del servicio de urgencias y un 
terapeuta para situaciones de crisis describieron a la autora en los siguientes tÈrminos:  "... sufre 
de graves trastornos mentales como consecuencia de la prisiÛn incomunicada" y "claustrofÛbica, 
casi psicÛtica y profundamente angustiada", respectivamente, la policÌa de Kalundborg siguiÛ 
haciendo caso omiso del hecho de que la autora resentÌa los efectos perjudiciales de su 
incomunicaciÛn. 

5.10.  La autora reconoce que toda la operaciÛn delictiva era de car·cter grave, pero subraya que 
sÛlo desempeÒÛ un papel perifÈrico y de poca importancia y que, por ende, no podÌa conocer a 
fondo las actividades ilÌcitas que su ex esposo y los cÛmplices de Èste organizaban. Adem·s, ella 
colaborÛ con la policÌa dando el nombre de un sospechoso que no fue capturado, lo que no 
impidiÛ que la policÌa argumentara que si se levantaba el rÈgimen de incomunicaciÛn en su 

                                                 
11 CCPR/C/DNK/99/4. 

12 Solicitud NI 50390/99. 

13 La autora tambiÈn hace referencia a la causa de Price c. el Reino Unido, con respecto a la cual 
el tribunal, en su fallo de 10 de julio de 2001, resolviÛ que "al considerar si el trato es 
"degradante" en el sentido del artÌculo 3, uno de los factores que el tribunal tendr· en cuenta es si 
el objeto era humillar y denigrar a la persona afectada, aunque la ausencia de ese propÛsito no 
pueda excluir de manera concluyente una constataciÛn de violaciÛn del artÌculo 3". 
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contra podÌan fracasar las investigaciones policiales ya que la autora podrÌa tratar de ponerse en 
contacto con sospechosos que a˙n no habÌan sido detenidos. 

5.11.  En cuanto a las condiciones de detenciÛn en rÈgimen de incomunicaciÛn, la autora seÒala 
que la celda medÌa 8 m2 y carecÌa de ventanas, que ella misma no tenÌa aparato de radio, que para 
ver televisiÛn debÌa pagar una cuota y que nunca se le informÛ de que podÌa tener acceso a 
ciertos libros de una biblioteca p˙blica.  Aunque recibiÛ algunas visitas de sus familiares, por la 
modalidad en que se efectuaron y por su duraciÛn no bastaron para superar la frustraciÛn natural, 
el pesar y la ansiedad que sentÌa. 

5.12.  Con respecto a los argumentos del Estado Parte en relaciÛn con el artÌculo 12, la autora 
afirma que la ConvenciÛn tiene car·cter vinculante para todas las entidades p˙blicas de 
Dinamarca, entre ellas las autoridades de las prisiones y los fiscales.  En consecuencia, una 
investigaciÛn de la manera en que la policÌa de Kalundborg y las autoridades de la prisiÛn 
manejaron el caso de la autora, al prolongar en repetidas ocasiones la incomunicaciÛn que se le 
habÌa impuesto, a pesar de las pruebas mÈdicas en que quedaban demostrados los efectos 
perjudiciales que ese rÈgimen le ocasionaba, no habrÌa constituido una injerencia en la 
independencia del poder judicial danÈs.  De ahÌ que, a juicio de la autora, cuando su 
representante, un especialista en la esfera de la identificaciÛn e investigaciÛn de la tortura, emitiÛ 
su opiniÛn profesional ante el DMP y pidiÛ que se investigaran estas alegaciones, la 
investigaciÛn debiÛ haberse iniciado, conforme a lo prescrito en el artÌculo 12 de la ConvenciÛn. 

Deliberaciones del ComitÈ 

6.1. Antes de examinar una reclamaciÛn contenida en una queja, el ComitÈ debe decidir si es 
admisible con arreglo al artÌculo 22 de la ConvenciÛn.  El ComitÈ se ha cerciorado, como se 
exige en el apartado a) del p·rrafo 5 del artÌculo 22 de la ConvenciÛn, de que la misma cuestiÛn 
no ha sido, ni est· siendo, examinada seg˙n otro procedimiento de investigaciÛn o soluciÛn 
internacional. 

6.2. Por lo que hace a la cuestiÛn del agotamiento de los recursos internos y al argumento 
inicial de la autora referente a la falta de respuesta a la carta que su representante dirigiÛ al 
Director del Ministerio P˙blico, en que el citado representante seÒalaba que si no obtenÌa 
contestaciÛn, darÌa por supuesto que se habÌan considerado agotados los recursos internos, el 
ComitÈ considera que no le corresponde al DMP informar al abogado defensor sobre los recursos 
posibles o disponibles en el caso de una presunta violaciÛn, y que la falta de respuesta del DMP 
no permite llegar a esa conclusiÛn. 

6.3. El ComitÈ toma nota de los argumentos del Estado Parte en el sentido de que al no pedir 
autorizaciÛn para presentar recurso ante el Tribunal Supremo y/o una reclamaciÛn de 
indemnizaciÛn con arreglo a la Ley de administraciÛn de justicia, la autora no agotÛ los recursos 
internos.  En opiniÛn de la autora, ambos recursos habrÌan sido ineficaces ya que, una solicitud 
de autorizaciÛn para presentar recurso sÛlo es una "posibilidad teÛrica" y, en una reclamaciÛn de 
indemnizaciÛn, no podrÌa haber hecho valer sus derechos en virtud de la ConvenciÛn.  Por lo que 
hace a la cuestiÛn de la indemnizaciÛn, el ComitÈ no est· persuadido de que, en las 
circunstancias del caso, una indemnizaciÛn era una reparaciÛn que la autora deberÌa haber 
demandado para los fines del agotamiento de los recursos internos.  En cuanto a la solicitud de 
autorizaciÛn para presentar recurso, el ComitÈ observa que si bien la autora aduce que una 
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solicitud de autorizaciÛn para presentar recurso puede haber sido sÛlo una posibilidad teÛrica, 
por otra parte admite que en varios casos se ha otorgado la venia necesaria.  El ComitÈ considera 
que el hecho de albergar simples dudas acerca de la eficacia de un recurso no exime a la autora 
del intento de agotarlo.  Por este motivo, el ComitÈ concluye que la queja es inadmisible ya que 
no se agotaron los recursos internos, como se exige en el apartado a) del p·rrafo 5 del artÌculo 22 
de la ConvenciÛn. 

7. En consecuencia, el ComitÈ adopta la siguiente decisiÛn: 

 a) La queja es inadmisible; 

 b) La presente decisiÛn podr· revisarse en virtud del artÌculo 109 del reglamento del 
ComitÈ cuando se reciba una peticiÛn de la autora o una presentada en su nombre que contenga 
informaciÛn que permita establecer que los motivos de la inadmisibilidad han dejado de ser 
v·lidos; 

 c) La presente decisiÛn se comunicar· a la autora, a su representante y al Estado Parte. 

 [Adoptada en espaÒol, francÈs, inglÈs y ruso, siendo la versiÛn original el texto inglÈs.  
Posteriormente se publicar· tambiÈn en ·rabe y chino como parte del informe anual del ComitÈ a 
la Asamblea General.] 

 


